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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza 
Lebrón Nieves1 y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de septiembre de 2018. 

El 12 de junio de 2018, la Oficina Independiente de Protección al 

Consumidor (OIPC) instó el presente recurso de revisión, en 

representación de Lizzy Cuevas Vázquez (Sra. Cuevas).  En él, impugnó 

la resolución emitida y notificada el 22 de enero de 2018, por la Comisión 

de Energía de Puerto Rico (CEPR)2.  Mediante esta, la CEPR resolvió que 

no poseía la facultad para atender el recurso de revisión de factura instado 

por la Sra. Cuevas, toda vez que ello requeriría pasar juicio sobre si el 

consentimiento de esta estuvo viciado al momento de realizar un acuerdo 

de pago con la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico (AEE). 

Evaluados los autos a la luz del derecho aplicable, y por los 

fundamentos que expondremos a continuación, resolvemos que procede 

revocar la resolución recurrida y devolver, para la continuación de los 

procedimientos.   

                                                 
1 En sustitución del Juez Torres Ramírez.  Véase, Orden Administrativa TA-2018-118 de 
19 de junio de 2018. 
 
2 El 12 de febrero de 2018, la OIPC presentó una moción de reconsideración, que fue 
acogida, mas no resuelta dentro del término para ello. 
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Adelantamos que resulta innecesario resolver si la CEPR posee la 

facultad para pasar juicio sobre los presuntos vicios en el consentimiento 

de la Sra. Cuevas, toda vez que la médula de los planteamientos 

esbozados por esta en su recurso de revisión ante dicho organismo no 

giraba en torno a ello. 

I. 

 El 14 de agosto de 2017, la OIPC instó3, en representación de la 

Sra. Cuevas, un recurso de revisión ante la CEPR, de la determinación final 

tomada por la AEE en el procedimiento de objeción de factura informal 

instado por la referida clienta.  En síntesis, impugnó el cómputo de la 

cuantía que presuntamente le adeudaba a la AEE y, por consiguiente, el 

monto pagado en el acuerdo que eventualmente logró con esta.  

Específicamente, la OIPC solicitó a la CEPR que ordenara a la AEE aplicar 

la sec. 6 (l) de la Ley Núm. 83 de 2 de mayo de 1941, Ley de la Autoridad 

de Energía Eléctrica de Puerto Rico (Ley Núm. 83), según enmendada, al 

cómputo correspondiente a la deuda imputada a la Sra. Cuevas4.  

Cual surge de los autos, la Sra. Cuevas adquirió una propiedad para 

uso residencial allá para junio de 2013.  Desde entonces, la Sra. Cuevas 

                                                 
3  Al amparo del Reglamento sobre el procedimiento para la revisión de facturas y 
suspensión de servicio eléctrico por falta de pago, Reglamento núm. 8863 de la CEPR de 
1 de diciembre de 2016, que establece un procedimiento formal de revisión de facturas 
ante la CEPR.  Este, a su vez, se rige por lo dispuesto en el Reglamento de procedimientos 
adjudicativos, avisos de incumplimiento, revisión de tarifas e investigaciones núm. 8543, 
de 18 de diciembre de 2014.  Véase, sec. 5.03 del Reglamento Núm. 8863.  
 
4 Dicho inciso fue enmendado mediante la Ley Núm. 272-2002 para disponer, en lo 
pertinente, que: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
La Autoridad contará con un término máximo de ciento veinte (120) 
días a partir de la expedición de las facturas por concepto de 
consumo de energía eléctrica para notificar a los clientes de errores 
de cálculo de los cargos.  Una vez concluido dicho término, la 
Autoridad no podrá reclamar cargos retroactivos por concepto de 
errores en el cálculo de los cargos, tales como aquellos de índole 
administrativo, operacional o de la lectura errónea de los contadores 
de consumo de electricidad.  Esto aplicará solo a clientes residenciales; 
no aplicará a clientes comerciales, industriales, institucionales o de otra 
índole.  En aquellos casos en que los clientes mantienen sus contadores 
fuera del alcance visual de nuestros lectores, o cuando ocurren eventos 
de fuerza mayor que impidan las lecturas de los contadores, tales como 
huracanes, entre otros, la medida no aplicará a facturas que se emiten a 
base de estimados.  […] 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
22 LPRA sec. 196.  (Énfasis nuestro). 
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ha enfrentado un sinnúmero de problemas con la prestación y facturación 

del servicio de energía eléctrica.  Lo anterior, como consecuencia de la 

confusión, en los records de la AEE, de su contador con aquel 

perteneciente a la propiedad de su vecino, así como una falla en este que 

ocasionaba fluctuaciones en el voltaje.  

Corregidos dichos asuntos5, la AEE realizó los ajustes 

correspondientes a las facturas leídas erróneamente.  No obstante, en 

enero de 2017, la Sra. Cuevas recibió una factura por la cantidad de 

$24,960.13.  Cuestionada esta, la AEE informó a la Sra. Cuevas que la 

Oficina Central de la AEE se había percatado de que, presuntamente, su 

residencia era un negocio6, por lo que le había imputado la tarifa comercial 

a su cuenta, desde su apertura en agosto del año 2013. 

Trabada la controversia y aclarada la naturaleza residencial del 

inmueble, la AEE computó la cuantía adeudada a base de la tarifa 

residencial y concluyó que el balance adeudado por la Sra. Cuevas 

ascendía a $18,785.31.  Así las cosas, el 21 de febrero de 2017, la Sra. 

Cuevas se reunió en la Oficina Comercial de Vega Baja con la gerente, 

Wanda Orona (Sra. Orona), y el supervisor de servicios técnicos, Héctor 

Guevárez (Sr. Guevárez).   

En su recurso ante la CEPR, la Sra. Cuevas alegó que en dicha 

reunión fue informada de que la factura impugnada era real y que no 

cualificaría para la aplicación de la sec. 6 (l) de la Ley Núm. 83.  Lo anterior, 

toda vez que: (1) las facturas habían sido leídas; (2) esta debió haber 

sabido que le estaban facturando muy poco, y, (3) utilizó el servicio con un 

contador que no estaba siendo facturado.  También, esgrimió que le 

ofrecieron dos alternativas: objetar la factura acorde con el trámite 

establecido en la Ley Núm. 57-2014, Ley de Transformación y ALIVIO 

Energético (Ley Núm. 57), según enmendada, 22 LPRA sec. 1051 et seq., 

                                                 
5 Luego de múltiples gestiones y trámites con la AEE, así como la contratación de un perito 
electricista. 
 
6 Surge de los autos que previo a ser adquirida por la Sra. Cuevas, dicha propiedad fue 
un cuido de niños.  
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o pagar la cuantía luego de ser ajustada por el consumo facturado 

erróneamente. 

Asimismo, alegó que, el 24 de febrero de 2017, la Sra. Orona la 

llamó para explicarle que podía pagar, ese mismo día7, la cuantía ajustada 

que ascendía a $2,900.00, o comenzar el proceso de impugnación.  Así las 

cosas, en la fecha señalada, la AEE emitió la correspondiente factura 

ajustada, por la cuantía distinta de $3,147.588.  Ante dichos hechos, el 26 

de febrero de 2017, la Sra. Cuevas optó por pagar la deuda, cerrar la cuenta 

y abrir una nueva bajo el nombre de su esposo.  Adujo que había tomado 

dicha decisión debido a que fue presionada por la AEE y porque deseaba 

culminar los trámites ante esta. 

No conforme con la cuantía acordada, el 28 de marzo de 2017, la 

Sra. Cuevas comenzó el procedimiento de impugnación de factura ante la 

AEE; culminado este, presentó su recurso de revisión ante la CEPR.  En 

su petición, la OIPC arguyó que los errores en el cálculo del cargo por 

servicio eléctrico atribuidos a las facturas de la Sra. Cuevas se debían a 

fallas administrativas incurridas por la propia AEE, al identificar 

erróneamente el contador de esta.   

Cónsono con ello, razonó que la AEE estaba impedida de reclamar 

el pago retroactivo por concepto de los errores cometidos en dichos 

cálculos, luego de haber transcurrido el término de 120 días desde la 

expedición de las correspondientes facturas.  Lo anterior, cual establecido 

en la sec. 6 (l) de la Ley Núm. 83.  Así, solicitó a la CEPR que aplicara la 

referida sección al cómputo de la deuda atribuida a la Sra. Cuevas y 

concediera el remedio que estimare procedente. 

El 5 de septiembre de 2017, la AEE presentó una moción de 

desestimación por falta de jurisdicción.  En síntesis, arguyó que, si bien la 

CEPR posee la facultad para revisar las facturas emitidas por la AEE, esta 

                                                 
7 Lo anterior, ya que supuestamente la propuesta provenía de un funcionario que se 
retiraría en esa fecha. 
 
8 Cabe señalar que, en la mencionada factura, la AEE aparentó aplicar un crédito de 
$72.00 al monto adeudado, acorde con la sec. 6 (l) de la Ley Núm. 83, según enmendada 
por la Ley Núm. 272-2002. 
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no ostentaba la autoridad para revisar el acuerdo de la Sra. Cuevas con 

esta.  Lo anterior, toda vez que ello le competía al Tribunal de Primera 

Instancia, pues la controversia giraba en torno al derecho de obligaciones 

y contratos.  También, planteó la procedencia de la paralización de los 

procedimientos, acorde con lo establecido en el Título III del Puerto Rico 

Oversight, Management, and Economic Stability Act (Ley PROMESA). 

 El 12 de septiembre de 2017, la OIPC presentó una oposición a la 

moción de desestimación de la AEE.  Por un lado, puntualizó que la CEPR 

ostentaba jurisdicción para atender la controversia, conforme a lo dispuesto 

en la Ley Núm. 57, que faculta a toda persona a acudir a dicha entidad 

luego de agotar el proceso informal ante la AEE.  Además, expresó que la 

controversia no involucraba una reclamación monetaria, por lo que no 

debía ser paralizada por la Ley PROMESA.  Consecuentemente, solicitó 

que se declarase sin lugar la moción de desestimación. 

 Analizadas las posturas de las partes litigantes, la CEPR emitió la 

resolución recurrida.  Primeramente, aseveró que la Sra. Cuevas agotó el 

trámite informal de impugnación de factura establecido en la Ley Núm. 57, 

por lo que poseía jurisdicción primaria exclusiva para revisar la 

determinación final de la AEE.  De otra parte, aclaró que no procedía la 

paralización del procedimiento conforme al Título III de la Ley PROMESA, 

ya que la Sra. Cuevas no había solicitado indemnización alguna. 

 No obstante, concluyó que no poseía la autoridad para pasar juicio 

sobre si el consentimiento de la Sra. Cuevas había estado viciado al 

momento de llegar a un acuerdo con la AEE, toda vez que dicho quehacer 

le correspondía exclusivamente al Tribunal de Primera Instancia.  

Consecuentemente, declaro sin lugar la solicitud de revisión de la Sra. 

Cuevas, así como la moción de desestimación de la AEE9.  Lo anterior, a 

pesar de haber consignado que: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 

                                                 
9 El comisionado asociado, Sr. Ángel R. Rivera de la Cruz, emitió un voto de conformidad 
en el que reiteró que la AEE se debía asegurar de que los funcionarios que atendiesen al 
público contasen con el adiestramiento necesario, con respecto a los procedimientos y los 
reglamentos aplicables. 
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Debemos señalar que, de los documentos contenidos en el 
expediente administrativo del presente caso, no surge con 
claridad la procedencia del balance adeudado de 
$3,147.58, contenido en la factura de 24 de febrero.  De 
igual forma, debemos destacar que no pudimos replicar 
el análisis de la cuenta de la Promovente hecho por la 
Autoridad como parte de la investigación inicial en el 
proceso informal de objeción iniciado por la Promovente.  
Tampoco pudimos determinar la procedencia de la deuda 
por la cantidad de $1,777.31 que, según la Autoridad, la 
Promovente “adeudaría en este momento a la Autoridad” 
de haberse “aplicado la Ley 272, como [la Promovente] 
solicita y sin haber llegado al acuerdo alcanzado”. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
Véase, apéndice A del recurso de revisión, a la pág. 7.  (Énfasis nuestro). 

 Insatisfecha, el 12 de febrero de 2018, la OIPC presentó una 

solicitud de reconsideración.  En síntesis, planteó que surgía de los poderes 

amplios delegados a la CEPR para atender controversias surgidas con 

relación al servicio de energía eléctrica, que esta podía atender el reclamo 

de la Sra. Cuevas.  Así, recalcó lo esbozado en la Ley Núm. 57, en cuanto 

a que las facultades delegadas a la CEPR se interpretarán liberalmente, 

para incluir todos los poderes adicionales, implícitos e incidentales, que 

fueren necesarios para ejercitar los poderes conferidos y alcanzar los 

propósitos de la Ley.   

También, señaló que los planes de pago acordados entre las 

compañías que proveen servicios esenciales y sus clientes son 

examinados frecuentemente, en otras jurisdicciones con esquemas 

regulatorios similares a los de Puerto Rico.  Así, solicitó a la CEPR que 

revocara la determinación emitida y atendiera los planteamientos respecto 

al acuerdo realizado entre la Sra. Cuevas y la AEE. 

El 27 de febrero de 2018, la CEPR emitió una resolución en la que 

acogió la solicitud de reconsideración, por lo que, el 8 de marzo de 2018, 

la AEE presentó la correspondiente oposición.  En ella, si bien reconoció 

que de los escritos presentados por la OIPC no surgía un planteamiento 

concreto de la Sra. Cuevas sobre algún vicio en su consentimiento o 

que esta solicitare un remedio más allá de la revisión del acuerdo10, la 

                                                 
10 A saber: 
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CEPR había actuado acertadamente al desestimar el recurso de esta.   

Lo anterior, toda vez que la CEPR no ostentaba la jurisdicción o 

pericia para atender los planteamientos de vicio en el consentimiento de la 

Sra. Cuevas, o para conceder indemnización por daños y perjuicios.  A su 

vez, reiteró los argumentos sobre la paralización de los procedimientos en 

virtud de la Ley PROMESA.  Así, solicitó que se confirmara la resolución 

recurrida. 

Transcurrido el término para que la CEPR resolviera la solicitud de 

reconsideración sin que así lo hiciere, la Sra. Cuevas acudió ante nos y 

apuntó el siguiente error: 

Erró la CEPR al determinar que no tiene facultad para 
determinar si un acuerdo alcanzado entre un consumidor y la 
Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico es inválido o si 
fue producto de vicio en el consentimiento. 

 
 En resumen, esbozó que, acorde con la Ley Núm. 57, la CEPR 

posee extensos poderes para atender los reclamos de los consumidores 

con respecto a la AEE.  Así, invocó la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 

en la que dicho foro ha sostenido la validez del ejercicio de ciertas 

facultades adjudicativas, por distintas agencias administrativas, que no han 

sido expresamente delegadas, mas se desprenden de su ley habilitadora o 

tienen una relación sustancial con el servicio prestado por esta. 

 El 2 de agosto de 2018, la AEE presentó su alegato en oposición al 

recurso de revisión de la Sra. Cuevas.  En él, reiteró que la CEPR no posee 

la facultad legal para pasar juicio sobre el reclamo de la Sra. Cuevas e 

invalidar el acuerdo de esta con la AEE, pues no ostenta jurisdicción para 

atender controversias sobre vicio en el consentimiento.   

Subrayó que la parte recurrente no había articulado razón alguna 

                                                 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
3. […] Cabe destacar, que de los escritos presentados por la OIPC, 
en ningún momento se establece su deseo de presentar un 
planteamiento de vicio en el consentimiento, ni solicita que se le 
otorgue un remedio en cuanto al acuerdo de pago llegado entre las 
partes, sino que revise la determinación final de la autoridad. 

.              .            .             .            .            .            .             .    
 
Véase, apéndice 14 del recurso de revisión, a la pág. 2. 
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que justificase que este Tribunal sustituyera su criterio por el de la CEPR y 

revocara la determinación recurrida.  A su vez, cuestionó si la resolución 

del contrato constituiría un remedio posible y adecuado11.  Lo anterior, ya 

que la reglamentación aplicable únicamente vislumbra la concesión de los 

remedios que se desprenden de la ley habilitadora de la CEPR, que no 

incluye los temas de obligaciones y contratos contenidos en nuestro Código 

Civil. 

II. 

A. 

 Es norma reiterada que las disposiciones específicas de una ley 

deberán ser interpretadas conforme a la intención legislativa y la política 

pública que la inspiran.  Caribe Comms., Inc. v. P.R.T.Co., 157 DPR 203, 

211 (2002).  Cónsono con ello, y afines con los principios de hermenéutica 

legal, las diferentes secciones de un estatuto se deberán interpretar 

conjunta y armoniosamente, para evitar resultados desatinados, confusos 

o absurdos.  Id. 

 En el ámbito administrativo, la ley es la fuente legal que le delega 

los poderes y las facultades a la agencia, para que actúe conforme con el 

propósito perseguido en esta.  Id.  Es por ello que, de ordinario, las 

agencias gozan de poderes esenciales como: el poder de reglamentar al 

ejercer funciones cuasi legislativas y el poder de adjudicar controversias al 

ejercer funciones cuasi judiciales dentro de la pericia de la agencia.  Id., a 

la pág. 211.  Así pues, las actividades llevadas a cabo por la agencia tienen 

que formar parte de la actividad sujeta a su reglamentación y fiscalización. 

                                                 
11 Sin embargo, en su oposición, la AEE adujo nuevamente que: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Debemos dar comienzo estableciendo que la parte Recurrente no 
expuso en su recurso de revisión ante la [CEPR] como remedio 
solicitado el que se dejara sin efecto el acuerdo entre las partes, sino 
que fue enfática en cada uno de sus escritos al establecer que se 
trataba de un recurso de revisión de factura.  Es pertinente destacar 
que es la [CEPR] quien determina que se desestima por tratarse de 
un acuerdo voluntario de pago en el cual no tenía autoridad para 
resolver.  No es hasta que la [CEPR] emite Resolución Final que la 
parte Recurrente solicita por primera vez que la [CEPR] reevalúe su 
posición en cuanto al alegado vicio en el consentimiento.  […] 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Véase, oposición al recurso de revisión, a la pág. 15.  (Énfasis nuestro).  
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Caribe Comms., Inc. v. P.R.T.Co., 157 DPR, a la pág. 213.  Por tanto, en 

ausencia de un mandato legislativo expreso o implícito, aquella actuación 

de la agencia que no responda al poder conferido resulta ulta vires y, por 

ende, nula.  Id., a las págs. 213-214. 

B. 

 La Comisión de Energía de Puerto Rico (CEPR) fue establecida en 

virtud de la Ley Núm. 57-2014, Ley de Transformación y ALIVIO Energético 

(Ley Núm. 57), según enmendada, 22 LPRA sec. 1051 et seq., con el 

propósito de fungir como un ente regulador independiente, encargado de 

reglamentar, supervisar, fiscalizar y asegurar el cumplimiento con la política 

pública energética del País.  22 LPRA sec. 1054 (a). 

 En lo pertinente, el Art. 6.3 de la Ley Núm. 57 dispone que: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
La Comisión de Energía tendrá los poderes y deberes que se 
establecen a continuación: 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
(oo) Revisar decisiones finales de la Autoridad de Energía 
Eléctrica respecto a querellas y solicitudes de investigación 
de sus clientes. 
  
Todas las órdenes que expida y emita la Comisión de Energía 
se expedirán a nombre de la “Comisión de Energía de Puerto 
Rico”. Todas las acciones, reglamentaciones y 
determinaciones de la Comisión se guiarán por las leyes 
aplicables, por el interés público y por el interés de 
proteger los derechos de los clientes o consumidores.  
Las disposiciones de esta Ley serán interpretadas 
liberalmente para poder alcanzar sus propósitos y 
dondequiera que algún poder específico o autoridad sea 
dada a la Comisión de Energía, la enumeración no se 
interpretará como que excluye o impide cualquier otro 
poder o autoridad de otra manera conferida a ésta. La 
Comisión de Energía aquí creada tendrá, además de los 
poderes enumerados en esta Ley, todos los poderes 
adicionales implícitos e incidentales que sean 
apropiados y necesarios para efectuar y llevar a cabo, 
desempeñar y ejercitar todos los poderes antes mencionados 
para alcanzar los propósitos de este capítulo. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
22 LPRA sec. 1054b.  (Énfasis nuestro). 

 Por su parte, el Art. 6.4 de la Ley Núm. 57 establece que la CEPR 

tendrá jurisdicción primaria exclusiva sobre, entre otros, los casos y 

controversias relacionadas con la revisión de facturación de la AEE a 
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sus clientes por los servicios de energía eléctrica.  22 LPRA sec. 1054c.  

(Énfasis nuestro).  A esos fines, la CEPR elaboró el Reglamento de 

procedimientos adjudicativos, avisos de incumplimiento, revisión de tarifas 

e investigaciones núm. 8543, de 18 de diciembre de 2014 (Reglamento 

8543). 

 Cual establecido en la sec. 1.03, dicho Reglamento tiene como uno 

de sus propósitos el establecimiento de las normas que regirán los 

procedimientos adjudicativos ante la CEPR, que pueden ser instados por 

toda persona con legitimación activa y con relación a cualquier asunto que 

esté bajo la jurisdicción de dicho cuerpo.  Véase, además, sec. 3.01 del 

Reglamento 8543.   

A su vez, la sec. 10.01 faculta a la CEPR a otorgar, en su resolución 

final,  

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
[…] el remedio que en derecho proceda aun cuando la 
parte promovente de la acción no lo haya solicitado.  La 
Comisión tendrá discreción para formular y otorgar los 
remedios que estime adecuados para asegurar la 
ejecución y el cumplimiento con la política pública energética 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, con la Ley 57-
2014, según enmendada, con los reglamentos de la 
Comisión, y con cualquier otra ley cuya interpretación e 
implantación esté bajo la jurisdicción de la Comisión.  […] 

 
(Énfasis nuestro). 

C. 

La Sección 4.5 de la Ley Núm. 38-2017, Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU)12 establece 

el alcance de la revisión judicial de una determinación administrativa.  A 

saber: la revisión judicial de las determinaciones finales de las agencias 

administrativas se circunscribe a evaluar: (1) si el remedio concedido por la 

agencia es el adecuado; (2) si las determinaciones de hechos están 

sostenidas por la evidencia sustancial que surge de la totalidad de 

                                                 
12 A pesar de que la citada Ley derogó la antigua Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 
Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 
3 LPRA sec. 2101 et seq., el principio de revisión judicial no ha variado. 
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expediente; y (3) si las conclusiones de derecho son correctas, para cuyo 

escrutinio no tenemos limitación revisora alguna.  

Es norma reiterada que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial, pues son estos los 

que cuentan con el conocimiento experto de los asuntos que les son 

encomendados.  The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821 

(2012).  Al momento de revisar una decisión administrativa, el criterio rector 

para los tribunales será la razonabilidad de la actuación de la agencia.  

González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013).  Los tribunales 

deben limitar su intervención al evaluar la razonabilidad de las decisiones 

administrativas.  Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 432 (2003).  “En caso 

de que exista más de una interpretación razonable de los hechos, el tribunal 

debe sostener la que seleccionó la agencia, y no sustituir su criterio por la 

de ésta”.  Pacheco v. Estancias, 160 DPR, a la pág. 432. 

Igualmente, las determinaciones de hechos de organismos y 

agencias “tienen a su favor una presunción de regularidad y corrección que 

debe ser respetada mientras la parte que las impugne no produzca 

evidencia suficiente para derrotarlas”.  Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 

(2006).  Sin embargo, las conclusiones de derecho de una agencia son 

revisables en todos sus aspectos por los tribunales.  Id., a la pág. 907.  No 

obstante, ello no significa que el tribunal las puede descartar libremente, ya 

que estas merecen deferencia.  Ramírez v. Depto. de Salud, 147 DPR 901, 

905 (1999).   

Debido a que toda sentencia o determinación administrativa está 

protegida por una presunción de corrección y validez, la parte que acude a 

este Tribunal de Apelaciones tiene el deber de colocar a este foro en 

posición de conceder el remedio solicitado.   Morán v. Martí, 165 DPR 356, 

366 (2005).   

[...] Es decir, quien las impugne tiene el deber insoslayable, 
para prevalecer, de presentar ante el foro judicial la evidencia 
necesaria que permita, como cuestión de derecho, descartar 
la presunción de corrección de la determinación 
administrativa.  El peso de la prueba descansa entonces 
sobre la parte que impugna la determinación administrativa. 
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Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006).   

Por último, es norma reiterada que la revisión judicial de 

determinaciones administrativas ha de limitarse a evaluar si la agencia 

actuó de manera arbitraria, ilegal, irrazonable, o fuera del marco de los 

poderes que se le delegaron.  Torres v. Junta Ingenieros, 161 DPR, a la 

pág. 708.  En ese sentido, la parte que impugna judicialmente las 

determinaciones de hechos de una agencia administrativa tiene el peso de 

la prueba para demostrar que estas no están basadas en el expediente o 

que las conclusiones a las que llegó la agencia son irrazonables.  Rebollo 

Vda. de Liceaga v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004).  

III. 

 Debemos resolver si la CEPR incidió al desestimar la solicitud de 

revisión que instara la Sra. Cuevas, por el fundamento de que no posee la 

facultad para pasar juicio sobre los planteamientos de vicio en el 

consentimiento esbozados por esta en su petición.  Evaluados los autos 

del caso a la luz del derecho aplicable, resolvemos que la CEPR erró al 

desestimar el recurso de la Sra. Cuevas, toda vez que esta no alegó vicios 

en el consentimiento en su recurso ante dicho organismo.  

Surge claramente de la petición de la OIPC ante la CEPR, que esta 

impugnó el cómputo de la cuantía adeudada, así como la aplicabilidad de 

la Ley Núm. 272-2002 a esta.  Dicha Ley enmendó la sec. 6 (l) de la Ley 

Núm. 83 para imponerle un término máximo a la AEE de 120 días, contado 

a partir de la expedición de las facturas por concepto de consumo de 

energía eléctrica, para notificar a los clientes de errores de cálculo de los 

cargos.  También, establece que, una vez concluido dicho término, la AEE 

no podrá reclamar cargos retroactivos por concepto de errores en el cálculo 

de los cargos, tales como aquellos de índole administrativo, operacional o 

de la lectura errónea de los contadores de consumo de electricidad.  

Si bien la parte recurrente esgrimió que fue presionada a realizar un 

acuerdo con la AEE y pagar la cuantía ajustada de $3,147.58, que a su vez 

surgía de una presunta deuda de $24,960.13, que fuera reajustada a 
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$18,753.31, los planteamientos de esta se circunscribieron al cálculo 

utilizado por la AEE para determinar la cuantía adeudada, que 

presuntamente se remonta a la apertura de la cuenta en el año 2013.   

 Acorde con ello, y como señalado correctamente por la AEE en 

distintos escritos, la Sra. Cuevas no planteó vicio en el consentimiento 

o arguyó la nulidad del acuerdo con la AEE por dicho fundamento.  

Más aún, la propia CEPR reconoció que tenía jurisdicción primaria 

exclusiva para atender la revisión de la determinación final de la AEE 

instada por la Sra. Cuevas y que no surgía del expediente administrativo el 

origen de las cuantías imputadas a la deuda de esta.   

Cabe destacar que el Art. 6.3 (oo) de la Ley Núm. 57 establece que 

las disposiciones de dicha Ley serán interpretadas liberalmente para 

poder alcanzar sus propósitos.  También, dispone que la enumeración de 

las facultades delegadas a la CEPR no se interpretará como que excluye o 

impide cualquier otro poder o autoridad de otra manera conferida a esta, 

pues tendrá, además de los poderes enumerados, todos los poderes 

adicionales implícitos e incidentales que sean apropiados y necesarios 

para efectuar y llevar a cabo, desempeñar y ejercitar todos los poderes 

antes mencionados para alcanzar los propósitos de ese capítulo.   

A su vez, huelga apuntar que el Reglamento 8543 faculta a la CEPR 

para conceder el remedio que en derecho proceda, aun cuando la parte 

promovente de la acción no lo haya solicitado.   Cónsono con ello y con la 

facultad amplia delegada a la CEPR para revisar determinaciones finales 

de la AEE sobre revisiones de factura, resulta forzoso concluir que esta 

posee la facultad y pericia para examinar los planteamientos de la parte 

recurrente en cuanto a las contradicciones en los cómputos de la cuantía 

presuntamente adeudada y sobre la aplicabilidad de la sec. 6 (l) de la Ley 

Núm. 83.  Lo anterior no requiere pasar juicio sobre el consentimiento de la 

Sra. Cuevas al momento de realizar el acuerdo con la AEE o decretar la 

nulidad del contrato entre las partes.   
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Si bien es norma reiterada que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial, pues son estos los 

que cuentan con el conocimiento experto de los asuntos que les son 

encomendados, las conclusiones de derecho de una agencia son 

revisables en todos sus aspectos por los tribunales.  A su vez, al momento 

de revisar una decisión administrativa, el criterio rector para los tribunales 

será la razonabilidad de la actuación de la agencia.  Analizados los autos 

a la luz del derecho aplicable, concluimos que la decisión recurrida fue 

irrazonable, toda vez que la solicitud de revisión de la Sra. Cuevas está 

comprendida dentro de los poderes delegados a la CEPR. 

IV. 

 Por los fundamentos expresados, revocamos la resolución emitida y 

notificada el 22 de enero de 2018, por la Comisión de Energía de Puerto 

Rico, y devolvemos para la continuación de los procedimientos, cónsono 

con lo aquí resuelto. 

Notifíquese.       

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

    Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


